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Tema 6. 

1. Ordenanzas, Reglamentos y Bandos.
2. Clases.
3. Procedimiento de elaboración y aprobación.

   

“ Un sueño no se hace realidad por arte de magia, 

necesita sudor, determinación y trabajo duro” 

- Colin Powell-
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1. ORDENANZAS, REGLAMENTOS Y BANDOS.

1.1. Regulación normativa.

Se trata de una materia amplia de la que podemos destacar las siguientes normas:

- CE 1978.
- L 7/1985, 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local.
- L 2/2001, 3 de mayo, Regulación de las Consultas Populares Locales de Andalucía.
- L 17/2009, 23 de noviembre, Libre Acceso a Actividades de Servicios y su Ejercicio.
- L 5/2010, 11 de junio, Autonomía Local de Andalucía.
- RDL 781/1986, 18 de abril, Texto Refundido Disposiciones Legales Vigentes en Materia
de Régimen Local.

1.2. Potestad Reglamentaria de las Administraciones Locales.

A) La primera Constitución que otorga potestad reglamentaria a los Ayuntamientos, es la
Constitución de 1812 la cual en su artículo 321, el punto octavo exponía:

Art 321. Octavo: 

“Formar las Ordenanzas municipales del pueblo y presentarlas a las Cortes para su
aprobación por medio de la Diputación provincial, que las acompañará con su informe”.

B) Nuestra actual Constitución Española de 1978, le otorga esta potestad en los artículos
137 y 140.

Art 137.

“El  Estado  se  organiza  territorialmente  en  municipios,  en  provincias  y  en  las
Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía
para la gestión de sus respectivos intereses”.

Art 140.

“La  Constitución  garantiza  la  autonomía  de  los  municipios.  Estos  gozarán  de
personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos,  integrados  por  los  Alcaldes  y  los  Concejales.  Los  Concejales  serán
elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y
secreto, en la forma establecida por la ley. Los Alcaldes serán elegidos por los Concejales
o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda el  régimen del
concejo abierto”.

C)  Por otro lado, la Ley 7/1985, 2 de abril,  RBRL, habla específicamente de potestad
reglamentaria, concretamente en su artículo 4 expone:

Art 4.

1. En su calidad de Administraciones públicas de carácter territorial, y dentro de la esfera
de sus competencias, corresponden en todo caso a los municipios, las provincias y las
islas:
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a) Las potestades reglamentaria y de autoorganización.
b) Las potestades tributaria y financiera.
c) La potestad de programación o planificación.
d) Las potestades expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio de
sus bienes.
e) La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus actos.
f) Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.
g) La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuerdos.
h)  Las  prelaciones  y  preferencias  y  demás  prerrogativas  reconocidas  a  la  Hacienda
Pública  para  los  créditos  de  la  misma,  sin  perjuicio  de  las  que  correspondan  a  las
Haciendas del Estado y de las comunidades autónomas ; así como la inembargabilidad de
sus bienes y derechos en los términos previstos en las leyes.

2. Lo  dispuesto  en  el  número  precedente  podrá  ser  de  aplicación  a  las  entidades
territoriales  de  ámbito  inferior  al  municipal  y,  asimismo,  a  las  comarcas,  áreas
metropolitanas  y  demás  entidades  locales,  debiendo  las  leyes  de  las  comunidades
autónomas concretar cuáles de aquellas potestades serán de aplicación, excepto en el
supuesto de las mancomunidades, que se rigen por lo dispuesto en el apartado siguiente.
3. Corresponden a las mancomunidades de municipios, para la prestación de los servicios
o la ejecución de las obras de su competencia, las potestades señaladas en el apartado 1
de este artículo que determinen sus Estatutos. En defecto de previsión estatutaria, les
corresponderán todas las potestades enumeradas en dicho apartado, siempre que sean
precisas para el cumplimiento de su finalidad, y de acuerdo con la legislación aplicable a
cada una de dichas potestades, en ambos casos.

D) Por último, en la Comunidad Autónoma de Andalucía en este ámbito aprueba la Ley
5/2010,  11  de  junio,  Autonomía  Local  de  Andalucía,  que  regula  los  municipios,  las
provincias y la las mancomunidades. Concretamente el artículo 5 habla de las potestades
de autoorganización del municipio, y los artículos 63 y 65 de la autootganización de las
mancomunidades.,

Art 5. Potestad de autoorganización.

1.  Las entidades locales definen por sí mismas las estructuras administrativas internas
con  las  que  pueden  dotarse,  con  objeto  de  poder  adaptarlas  a  sus  necesidades
específicas y a fin de permitir una gestión eficaz.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, los municipios y provincias habrán
de contar con los órganos necesarios, previstos en la legislación básica sobre régimen
local, para su gobierno y administración. Su funcionamiento, su régimen de acuerdos y el
estatuto  de  sus  miembros  se  ajustarán  a  lo  que  aquella  legislación  establezca,
garantizándose, en todo caso, el ejercicio de la acción de gobierno y el respeto de la
representación  proporcional  en  sus  órganos  asamblearios,  conforme  al  principio  de
legitimación democrática. El resto de los órganos complementarios se ajustará a lo que
respectivamente dispongan los estatutos de cada entidad local.

Art 63. Definición y objeto.

1. Los municipios tienen derecho a asociarse entre sí, constituyendo mancomunidades,
para la planificación, establecimiento, gestión o ejecución en común de obras y servicios
determinados de competencia propia.
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2. El  objeto  de la  mancomunidad deberá ser  determinado y  no podrá comprender  el
ejercicio de la totalidad de las competencias asignadas a los respectivos municipios.

Art 65. Personalidad y régimen jurídico.

1. Las mancomunidades legalmente constituidas tienen la condición de entidad local de
cooperación territorial, con personalidad y capacidad jurídica para el cumplimiento de sus
fines específicos. Su régimen jurídico será el establecido en sus propios estatutos, que
deberán respetar, en todo caso, lo dispuesto en la presente ley, así como en las normas
que la desarrollen.
2.  Las potestades de las mancomunidades serán las estrictamente necesarias para el
cumplimiento de sus fines, debiéndose contener de forma expresa en sus estatutos.

1.3. Concepto de Ordenanza, Reglamento y Bandos.

La autonomía local de las entidades locales es ejercida mediante la potestad normativa
que tienen atribuida para aprobar Ordenanzas y Reglamentos, y por otro lado la potestad
reglamentaria que ejercen los Alcaldes mediante la aprobación de Bandos, no pudiendo
los citados alcaldes delegar el ejercicio de dicha atribución. 

Ordenanza y Reglamento: Se pueden definir como normas obligatorias y generales,
aprobadas  por  las  entidades  locales  dentro  de  sus  competencias  e  intereses
encomendados, subordinadas a la ley y otras normas de rango superior.

Las  Ordenanzas  municipales  son  normas  reglamentarias  que  tienen  como  objeto
regular las relaciones entre administración local y ciudadanos. Son consideradas como
fuentes del Derecho Local. En la elaboración de un proyecto de ordenanza hay que tener
en cuenta:

- Se trata de una función encomendada al Jefe administrativo correspondiente.
- Es necesario el informe preceptivo del Secretario de la Corporación.

Las Ordenanzas podemos definirlas como de necesidad y de urgencia.

Por su parte los Reglamentos son disposiciones normativas de carácter obligatorio y
general, subordinados a la ley dictadas por un órgano perteneciente a la Administración
Local,  envestido de potestad reglamentaria.  Su eficacia está limitada a las relaciones
internas  de  la  citada  administración.  Se  encuentra  limitada  a  su  respectivo  ámbito
competencial.

La Ley 7/85 RBRL establece la  diferencia  entre  Ordenanza y  Reglamento en que,
utiliza la palabra Ordenanza cuando son normas que se imponen a los ciudadanos en
relación  con  las  materias  encomendadas  a  la  Administración  Local  (urbanismo,
salubridad,  etc),  mientras que utiliza el  vocablo Reglamento,  como norma de carácter
orgánico e interno del Ayuntamiento. Aun así no suelen ser diferenciados con exactitud.

Respecto  a  los  Bandos,  son  la  manifestación  de  la  potestad  reglamentaria  que
poseen los Alcaldes, no pudiendo delegar su ejercicio.

Son dictados por los Alcaldes de acuerdo con el artículo 21 de la LRBRL, debiendo
ceñirse a la ley y demás disposiciones generales, los bandos no tienen carácter de norma.
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El  Alcalde  impone su  cumplimiento  para  el  mejor  funcionamiento  y  gobierno  de  la
población que dirige.

Su publicación  se  realiza  según los  usos  y  costumbres  del  municipio.  Los  bandos
pueden  ser  autónomos,  que  son  los  que  dicta  el  alcalde  en  virtud  de  su  propia
competencia y de ejecución que son para el cumplimiento y desarrollo de los acuerdos del
consistorio. En ningún caso los bandos pueden regular materias fiscales. También pueden
ser periódicos, los cuales recuerdan el cumplimiento de determinadas disposiciones, y de
urgencia, excepcionales o de necesidad, que son dictados ante una situación imprevisible.

Los  bandos  no  son  jerárquicamente  superiores  ni  inferiores  a  las  ordenanzas  ni
reglamentos  puesto  que  no  existe  subordinación  entre  ellos.  Por  último  para  su
aprobación no se necesita periodo de información pública, algo que si es necesario con
las ordenanzas.

1.3.1. Regulación legal.

Recogido  en  el  art  84  L  7/85  RBRL  y  55  del  RDL  781/1986,  18  de  abril,  de
Disposiciones Legales Vigentes en Materia de Régimen Local.

Art 84. LRBRL.

1. Las Entidades locales podrán intervenir la actividad de los ciudadanos a través de los
siguientes medios:

a) Ordenanzas y bandos.
b) Sometimiento a previa licencia y otros actos de control preventivo. No obstante, cuando
se  trate  del  acceso  y  ejercicio  de  actividades  de  servicios  incluidas  en  el  ámbito  de
aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades
de servicios y su ejercicio, se estará a lo dispuesto en la misma.
c) Sometimiento a comunicación previa o a declaración responsable, de conformidad con
lo establecido en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
d) Sometimiento  a  control  posterior  al  inicio  de  la  actividad,  a  efectos  de  verificar  el
cumplimiento de la normativa reguladora de la misma.
e) Órdenes  individuales  constitutivas  de  mandato  para  la  ejecución  de  un  acto  o  la
prohibición del mismo.

2. La actividad de intervención de las Entidades locales se ajustará, en todo caso, a los
principios  de  igualdad  de  trato,  necesidad  y  proporcionalidad  con  el  objetivo  que  se
persigue.
3. Las licencias o autorizaciones otorgadas por otras Administraciones Públicas no eximen
a  sus  titulares  de  obtener  las  correspondientes  licencias  de  las  Entidades  locales,
respetándose en todo caso lo dispuesto en las correspondientes leyes sectoriales.

Art 55. RDL 781/86.

En la esfera de su competencia, las Entidades locales podrán aprobar Ordenanzas y 

Reglamentos,  y  los  Alcaldes  dictar  Bandos.  En  ningún  caso  contendrán  preceptos
opuestos a las leyes.
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1.4. Clases y elaboración.

Clases:

• Según la entidad de la que emanan:

- Ordenanzas y reglamentos emanados de la corporación local.
- Bandos, emitidos por el Alcalde.

• Según la materia que regulan:

- Reglamentos orgánicos: Regulan el régimen de funcionamiento y organización  
del Ayuntamiento.
- Ordenanzas:

- Regulan el régimen de servicios (Policía, mercados, etc) y funciones.
- Regulan los procedimientos administrativos, estatuto de los funcionarios, 
concesiones, contratos y demás prestaciones de los servicios públicos.
- Régimen de bienes.
- Ordenanzas fiscales: regulan la ordenación de los recursos de carácter 
tributario del Ayuntamiento y su imposición.

Elaboración de las Ordenanzas:

Art 49. LRBRL. Aprobación de las Ordenanzas locales.

La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al siguiente procedimiento:

a) Aprobación inicial por el Pleno.
b) Información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo de treinta días
para la presentación de reclamaciones y sugerencias.
c) Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias presentadas dentro del plazo y
aprobación definitiva por el Pleno.

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna reclamación o sugerencia, se
entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional.

Art 63. LRBRL. Impugnación.

1.  Junto  a  los  sujetos  legitimados  en  el  régimen  general  del  proceso  contencioso-
administrativo  podrán  impugnar  los  actos  y  acuerdos  de  las  entidades  locales  que
incurran en infracción del ordenamiento jurídico:

a)  La Administración del Estado y la de las Comunidades Autónomas, en los casos y
términos previstos en este Capítulo.
b)  Los miembros de las corporaciones que hubieran votado en contra de tales actos y
acuerdos.
2.  Están igualmente legitimadas en todo caso las entidades locales territoriales para la
impugnación de las disposiciones y actos de la Administraciones del  Estado y de las
Comunidades Autónomas que lesionen su autonomía, tal como ésta resulta garantizada
por la Constitución y esta Ley.
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3. Asimismo, las entidades locales territoriales estarán legitimadas para promover, en los
términos del artículo 119 de esta Ley, la impugnación ante el Tribunal Constitucional de
leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas cuando se estime que son éstas las
que lesionan la autonomía constitucionalmente garantizada.

Art 65. LRBRL. Requerimiento por infracción al ordenamento.

1. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere, en
el ámbito de las respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad local
infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invocando expresamente el presente
artículo, para que anule dicho acto en el plazo máximo de un mes.

2. El requerimiento deberá ser motivado y expresar la normativa que se estime vulnerada.
Se  formulará  en  el  plazo  de  quince  días  hábiles  a  partir  de  la  recepción  de  la
comunicación del acuerdo.

3. La Administración del  Estado o,  en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá
impugnar el acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administrativa dentro del plazo
señalado  para  la  interposición  del  recurso  de  tal  naturaleza  señalado  en  la  Ley
Reguladora de dicha Jurisdicción, contado desde el día siguiente a aquel en que venza el
requerimiento dirigido a la Entidad local, o al de la recepción de la comunicación de la
misma rechazando el requerimiento, si se produce dentro del plazo señalado para ello.

4.  La Administración del  Estado o,  en su caso, la de la Comunidad Autónoma, podrá
también  impugnar  directamente  el  acto  o  acuerdo  ante  la  jurisdicción  contencioso-
administrativa, sin necesidad de formular requerimiento, en el plazo señalado en la Ley
Reguladora de dicha Jurisdicción.

Art 70.2. LRBRL. Publicación. 

2. Los acuerdos que adopten las corporaciones locales se publican o notifican en la forma
prevista por la Ley. Las ordenanzas, incluidos el articulado de las normas de los planes
urbanísticos, así como los acuerdos correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva
sea competencia de los entes locales, se publicarán en el "Boletín Oficial" de la Provincia
y  no entrarán en vigor  hasta  que se haya publicado completamente  su texto  y  haya
transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 salvo los presupuestos y las ordenanzas
fiscales que se publican y entran en vigor en los términos establecidos en la Ley 39/1988,
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. Las Administraciones públicas
con competencias urbanísticas deberán tener,  a disposición de los ciudadanos que lo
soliciten, copias completas del planeamiento vigente en su ámbito territorial.

Referencia a las Ordenanzas fiscales:

Art 105. LRBRL

1. De conformidad con la legislación prevista en el artículo 5, se dotará a las Haciendas
locales de recursos suficientes para el cumplimiento de los fines de las entidades locales.

2. Las Haciendas locales se nutren, además de tributos propios y de las participaciones
reconocidas en los del Estado y en los de las Comunidades Autónomas, de aquellos otros
recursos que prevea la Ley.
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Art 106. LRBRL.

1.  Las entidades locales tendrán autonomía para establecer y exigir tributos de acuerdo
con lo previsto en la legislación del Estado reguladora de las Haciendas locales y en las
Leyes que dicten las Comunidades Autónomas en los supuestos expresamente previstos
en aquélla.
2. La potestad reglamentaria de las entidades locales en materia tributaria se ejercerá a
través  de  Ordenanzas  fiscales  reguladoras  de  sus  tributos  propios  y  de  Ordenanzas
generales  de  gestión,  recaudación  e  inspección.  Las  Corporaciones  locales  podrán
emanar disposiciones interpretativas y aclaratorias de las mismas.
3. Es competencia de las entidades locales la gestión, recaudación e inspección de sus
tributos  propios,  sin  perjuicio  de las  delegaciones que puedan otorgar  a  favor  de las
entidades locales de ámbito superior o de las respectivas Comunidades Autónomas, y de
las  fórmulas  de  colaboración  con  otras  entidades  locales,  con  las  Comunidades
Autónomas o con el Estado, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado.

Art 107. LRBRL.

1. Las Ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos locales comenzarán a aplicarse en
el momento de su publicación definitiva en el "Boletín Oficial" de la provincia o, en su
caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial, salvo que en las mismas se señale otra
fecha.
2.  Las Ordenanzas fiscales obligan en el  territorio de la respectiva entidad local  y se
aplican conforme a los principios de residencia efectiva y de territorialidad,  según los
casos.

Por último indicar que las ordenanzas fiscales se aprueban, modifican o derogan por
mayoría simple de los miembros de la Corporación puesto que no se encuentran dentro
de los casos del art 47.2 de la L 7/85 RBRL. En el caso de no producirse reclamaciones,
se consideran aprobadas definitivamente y sólo cabe recurso contencioso-administrativo.

Elaboración de Reglamentos orgánicos:

Para la aprobación, modificación y derogación de los reglamentos es necesario el voto
afirmativo de la mayoría absoluta de miembros de la corporación, puesto que este acto se
encuentra entre los supuestos establecidos en el  art  47.2.  f)  de la  L 7/82 RBRL que
establece los acuerdos que necesitan esta mayoría.

Art 47. 2. f) LRBRL.

2. Se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de
las corporaciones para la adopción de acuerdos en las siguientes materias:

f) Aprobación y modificación del reglamento orgánico propio de la corporación.

1.5. Iniciativa, control y participación.

Art 70 bis. LRBRL.

1. Los  ayuntamientos  deberán  establecer  y  regular  en  normas  de  carácter  orgánico
procedimientos y órganos adecuados para la efectiva participación de los vecinos en los
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asuntos de la vida pública local, tanto en el ámbito del municipio en su conjunto como en
el  de  los  distritos,  en  el  supuesto  de  que  existan  en  el  municipio  dichas  divisiones
territoriales.
2.  Los vecinos que gocen del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales
podrán ejercer la iniciativa popular, presentando propuestas de acuerdos o actuaciones o
proyectos de reglamentos en materias de la competencia municipal.

Dichas iniciativas deberán ir suscritas al menos por el siguiente porcentaje de vecinos
del municipio:

a) Hasta 5.000 habitantes, el 20 por ciento.
b) De 5.001 a 20.000 habitantes, el 15 por ciento.
c) A partir de 20.001 habitantes, el 10 por ciento.

Tales iniciativas deberán ser sometidas a debate y votación en el Pleno, sin perjuicio de
que sean resueltas por el órgano competente por razón de la materia. En todo caso, se
requerirá  el  previo  informe de legalidad del  secretario  del  ayuntamiento,  así  como el
informe del interventor cuando la iniciativa afecte a derechos y obligaciones de contenido
económico del ayuntamiento. En los municipios a que se refiere el artículo 121 de esta
ley, el informe de legalidad será emitido por el secretario general del Pleno y cuando la
iniciativa  afecte  a  derechos  y  obligaciones  de  contenido  económico,  el  informe  será
emitido por el Interventor general municipal.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de la legislación autonómica en
esta materia.

Tales iniciativas pueden llevar incorporada una propuesta de consulta popular local,
que será tramitada en tal caso por el procedimiento y con los requisitos previstos en el
artículo 71.

3. Asimismo, las Entidades Locales y, especialmente, los municipios, deberán impulsar la
utilización interactiva de las tecnologías de la información y la comunicación para facilitar
la participación y la comunicación con los vecinos, para la presentación de documentos y
para la realización de trámites administrativos, de encuestas y, en su caso, de consultas
ciudadanas.

Las  Diputaciones  provinciales,  Cabildos  y  Consejos  insulares  colaborarán  con  los
municipios  que,  por  su  insuficiente  capacidad  económica  y  de  gestión,  no  puedan
desarrollar en grado suficiente el deber establecido en este apartado.

4. Cuando se trate de procedimientos y trámites relativos a una actividad de servicios y a
su ejercicio incluida en el ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre,
sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, los prestadores podrán
realizarlos, por medio de una ventanilla única, por vía electrónica y a distancia, salvo que
se trate de la inspección del lugar o del equipo que se utiliza en la prestación del servicio.

Asimismo, las Entidades Locales garantizarán, dentro del ámbito de sus competencias,
que  los  prestadores  de  servicios  puedan  a  través  de  la  ventanilla  única  obtener  la
información y  formularios  necesarios para el  acceso a una actividad y  su ejercicio,  y
conocer las resoluciones y resto de comunicaciones de las autoridades competentes en
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relación con sus solicitudes. Las Entidades Locales impulsarán la coordinación para la
normalización de los formularios necesarios para el acceso a una actividad y su ejercicio.

Art 71. LRBRL.

De conformidad con la legislación del Estado y de la Comunidad Autónoma, cuando
ésta tenga competencia estatutariamente atribuida para ello, los Alcaldes, previo acuerdo
por mayoría absoluta del Pleno y autorización del Gobierno de la Nación, podrán someter
a consulta popular aquellos asuntos de la competencia propia municipal y de carácter
local que sean de especial relevancia para los intereses de los vecinos, con excepción de
los relativos a la Hacienda local.

 Mención a las consultas populares en Andalucía: 

• Ley 2/2001, 3 de mayo, Consultas Populares Locales en Andalucía.

Art 2.

1.  La  consulta  popular  local  es  el  instrumento  de  conocimiento  de  la  opinión  de  los
vecinos sobre asuntos de la competencia propia municipal y de carácter local que sean de
especial relevancia para sus intereses, sin que su resultado vincule a la Entidad Local
convocante.
2. En ningún caso podrán someterse a consulta popular local asuntos cuando alguna de
las opciones a escoger resulte contraria al ordenamiento jurídico. Asimismo, la consulta
popular local no podrá menoscabar las facultades de decisión que corresponden a los
órganos representativos del municipio.
3.  Quedan excluidas de la consulta popular local las materias propias de la Hacienda
Local.

• Ley 7/2017, 27 de diciembre, Participación Ciudadana en Andalucía.

Art 25. Consultas populares.

Las Administraciones Públicas andaluzas podrán recabar la opinión de la ciudadanía
sobre  determinados  asuntos  o  políticas  públicas  de  su  competencia  mediante  los
instrumentos de consultas populares a los que se refiere el artículo 78 del Estatuto de
Autonomía  para  Andalucía,  de  conformidad  con  lo  establecido  en  esta  Ley  y  en  las
disposiciones reglamentarias que la desarrollen, con la finalidad de valorar los efectos
reales de sus actuaciones públicas u orientar decisiones sobre las mismas.

Art 26. Instrumentos de consulta popular.

Las consultas populares podrán adoptar las siguientes modalidades:

a) Encuestas: se realizan mediante técnicas demoscópicas adecuadas a la naturaleza o
características del asunto, con el objeto de conocer la opinión de la ciudadanía.
b)  Audiencias públicas: en el ámbito de esta Ley, son un instrumento de consulta en el
que, mediante un procedimiento oral y público, las Administraciones Públicas posibilitan a
las personas, entidades, organizaciones y agentes sociales relacionados o directamente
afectados por una política pública ser escuchados antes de adoptar una decisión sobre el
asunto que les afecta.

11                                                    TEPOL®     



TEMARIO OFICIAL  P.L. ANDALUCÍA                                                                                    ISAAC CASTAÑO CARMONA

c)  Foros  de  participación:  son  espacios  de  debate,  creados  por  iniciativa  de  la
Administración pública, que tienen por objeto debatir y reflexionar sobre los efectos de
una política pública, así como elaborar análisis valorativos de los efectos reales de dichas
políticas en la ciudadanía.
d) Paneles ciudadanos: son espacios de información que se crean por la Administración
pública  con  carácter  temporal  y  que  tienen  por  finalidad  responder  a  las  consultas
planteadas por esta sobre cualquier asunto de interés público y, en especial, sobre las
expectativas de futuro de la ciudadanía.
e) Jurados ciudadanos: son grupos creados por la Administración pública que tienen como
finalidad analizar los efectos de una determinada acción, proyecto o programa llevado a
cabo por la misma.
f) Las consultas participativas, reguladas en el capítulo VII del presente título.

CAPACIDAD SANCIONADORA DE LAS ADMINISTRACIONES LOCALES. 
TIPIFICACIÓN Y SANCIÓN DE INFRACCIONES.

Recogido en el título XI de la Ley 7/82, 2 de abril, RBRL. Arts 139 a 141.

Art 139. Tipificación de infracciones y sanciones en determinadas materias.

Para la adecuada ordenación de las relaciones de convivencia de interés local y del uso
de sus servicios, equipamientos, infraestructuras, instalaciones y espacios públicos, los
entes locales podrán, en defecto de normativa sectorial específica, establecer los tipos de
las infracciones e imponer sanciones por el incumplimiento de deberes, prohibiciones o
limitaciones contenidos en las correspondientes ordenanzas, de acuerdo con los criterios
establecidos en los artículos siguientes.

Art 140. Clasificación de las infracciones.

1.  Las  infracciones  a  las  ordenanzas  locales  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior  se
clasificarán en muy graves, graves y leves.

Serán muy graves las infracciones que supongan:

a) Una perturbación relevante de la convivencia que afecte de manera grave, inmediata y
directa a la tranquilidad o al ejercicio de derechos legítimos de otras personas, al normal
desarrollo  de  actividades  de  toda  clase  conformes  con  la  normativa  aplicable  o  a  la
salubridad u ornato públicos, siempre que se trate de conductas no subsumibles en los
tipos previstos en el capítulo IV de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la
Seguridad Ciudadana.
b) El impedimento del uso de un servicio público por otra u otras personas con derecho a
su utilización.
c)  El impedimento o la grave y relevante obstrucción al  normal funcionamiento de un
servicio público.
d)  Los  actos  de  deterioro  grave  y  relevante  de  equipamientos,  infraestructuras,
instalaciones o elementos de un servicio público.
e) El impedimento del uso de un espacio público por otra u otras personas con derecho a
su utilización.
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f)  Los actos de deterioro grave y relevante de espacios públicos o de cualquiera de sus
instalaciones y elementos, sean muebles o inmuebles, no derivados de alteraciones de la
seguridad ciudadana.

2. Las demás infracciones se clasificarán en graves y leves, de acuerdo con los siguientes
criterios:

a) La intensidad de la perturbación ocasionada en la tranquilidad o en el pacífico ejercicio
de los derechos de otras personas o actividades.
b) La intensidad de la perturbación causada a la salubridad u ornato públicos.
c) La intensidad de la perturbación ocasionada en el uso de un servicio o de un espacio
público por parte de las personas con derecho a utilizarlos.
d) La intensidad de la perturbación ocasionada en el normal funcionamiento de un servicio
público.
e) La  intensidad  de  los  daños  ocasionados  a  los  equipamientos,  infraestructuras,
instalaciones o elementos de un servicio o de un espacio público.

Art 141. Límites de las sanciones económicas.

Salvo previsión legal distinta, las multas por infracción de Ordenanzas locales deberán
respetar las siguientes cuantías:

- Infracciones muy graves: hasta 3.000 euros.
- Infracciones graves: hasta 1.500 euros.
- Infracciones leves: hasta 750 euros.

Prescripción. 

La encontramos en el art 30 L 40/2015, 1 de octubre, Régimen Jurídico del Sector
Público.

Art 30. Prescripción.

1.  Las infracciones y  sanciones prescribirán según lo  dispuesto  en las  leyes que las
establezcan.  Si  éstas  no  fijan  plazos  de  prescripción,  las  infracciones  muy  graves
prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses; las
sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por
faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año.

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que
la infracción se hubiera cometido. En el caso de infracciones continuadas o permanentes,
el plazo comenzará a correr desde que finalizó la conducta infractora.

Interrumpirá  la  prescripción  la  iniciación,  con  conocimiento  del  interesado,  de  un
procedimiento  administrativo  de  naturaleza  sancionadora,  reiniciándose  el  plazo  de
prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por
causa no imputable al presunto responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente
a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya
transcurrido el plazo para recurrirla.
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Interrumpirá  la  prescripción  la  iniciación,  con  conocimiento  del  interesado,  del
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado 
durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

En el  caso de  desestimación  presunta  del  recurso  de  alzada interpuesto  contra  la
resolución  por  la  que  se  impone  la  sanción,  el  plazo  de  prescripción  de  la  sanción
comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo legalmente
previsto para la resolución de dicho recurso.
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